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COMUNICACIÓN DE ACUERDO 
SCI-574-2008
28 de agosto del 2008
	A:
	MSc. Eugenio Trejos Benavides, Rector

	
	Licda. Silma Bolaños, Jefa de Área de la Comisión Permanente de Asuntos Académicos de la Asamblea Legislativa

	
	

	DE:
	Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva Secretaría del
Consejo Institucional 



	ASUNTO:
	Sesión Ordinaria No. 2573, Artículo 12, del 28 de agosto del 2008. Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el “Proyecto de Ley Reguladora del trámite para el Reconocimiento, Equiparación o Validación de Estudios de Educación Superior realizados en el extranjero”, que se tramita mediante el Expediente Legislativo No.  16.294


Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo citado en la referencia, el cual dice:
RESULTANDO QUE:
1. La Secretaría del Consejo Institucional con fecha 26 de junio del 2008, recibió Boleta de la Rectoría, en la cual se adjunta el “Proyecto de Ley Reguladora del trámite para el Reconocimiento, Equiparación o Validación de Estudios de Educación Superior realizados en el extranjero”, que se tramita mediante el Expediente Legislativo No.  16.294, para que la Institución emita criterio sobre el mismo.

2. Mediante el oficio SCI-428-2008, del 03 de julio del 2008, se remitió a la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, el Proyecto supra citado, para el respectivo análisis y dictamen correspondiente.

3. La Secretaría del Consejo Institucional, con fecha 26 de agosto del 2008, recibió el oficio SCI-566-2008, suscrito por la Licda. Maureen Reid, Asesora Legal del Consejo Institucional, dirigido al MSc. Eugenio Trejos Benavides, Presidente del Consejo Institucional, en el cual remite el criterio legal sobre el Proyecto, en el cual recomienda en lo conducente, lo siguiente:

“Por todos los criterios antes esbozados de la manera más respetuosa, me permito recomendar al ente colegiado que hagan valer tales  facultades de orden constitucional ante el Parlamento, con la finalidad de que quede zanjado y claro que el ente competente para regir la materia que compone la excitativa legislativa son las universidades del Estado…”

CONSIDERANDO QUE:

1. En su parte medular, exposición de motivos y fundamento de la misma, la excitativa legislativa propone de manera resumida lo siguiente: 

COMUNICACIÓN DE ACUERDO

Sesión Ordinaria No. 2573, Artículo 12, del 28 de agosto del 2008

Página 2
“ … En una materia tan delicada como es el reconocimiento, equiparación o convalidación de estudios realizados en el exterior no se cuenta con una normativa legal que integre y sistematice los procedimientos por seguir, dado que si bien en las leyes constitutivas de las universidades estatales se establece la facultad de estas de realizar estos trámites, no se desarrolla los procedimientos por seguir y la vinculación de sus resoluciones respecto a las incorporaciones a los colegios profesionales.  Actualmente, la normativa existente se limita al artículo 30 del Convenio de Coordinación de la Educación Superior Universitaria Estatal, desarrollado en aspectos generales en el “Reglamento del Artículo 30 del Convenio de Coordinación de la Educación Superior Universitaria Estatal” y detallado en reglamentos independientes en cada centro de educación superior.

Es evidente que en la actualidad no existe legislación de carácter nacional que desarrolle los términos de referencia para los procesos de equiparación, convalidación y reconocimiento de estudios realizados en el exterior, dado que la normativa se enmarca a nivel interno de las universidades estatales, por lo cual, todos aquellos aspectos que faciliten protección al administrado y contra eventuales arbitrariedades de la administración…  La presente iniciativa se fundamenta sobre aspectos conceptuales y normativos ya desarrollados por las universidades estatales en el seno del CONARE, pero que por su trascendencia nacional deben ser revalorados y replanteados a nivel de ley.

La presente iniciativa pretende dar lineamientos de carácter general pero con fuerza de ley, permitiendo que en el marco de CONARE y de cada centro de enseñanza superior se dicten los reglamentos requeridos en pleno apego al principio de autonomía universitaria.

En el caso de la existencia de convenios o tratados internacionales la Sala de Jurisdicción Internacional ha sido clara en que estos títulos deben ser de aceptación obligada por el principio de jerarquía de las normas, sin embargo no se ha regulado qué verificación debe realizarse para su aceptación, en este caso se le da la facultad de verificación al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto que es la instancia más adecuada para verificar la vigencia o no de un convenio internacional…  En el caso de los colegios profesionales se garantiza el principio de igualdad jurídica que debe seguirse en la tramitación de las incorporaciones, dado que esto en muchos casos afecta el derecho al trabajo de quienes realizando estudios en el exterior no pueden desempeñarse en sus profesiones dado que no pueden incorporarse o se les presentan trámites más rigurosos que a otros graduados a nivel nacional, sin considerar que ya fueron objeto de un análisis académico por parte de las instancias mejor preparadas para hacerlo…  Se agrega la facultad de las universidades privadas debidamente acreditadas ante CONESUP para que puedan realizar convalidaciones de materias o de bloques de materias con el objetivo exclusivo de continuar estudios en ese mismo centro educativo, para lo cual deberán ajustarse a la reglamentación que dicte el CONESUP y a la supervisión del mismo.  De igual manera se regula que la convalidación no puede implicar un costo por cada crédito a materia convalidada”.

2. El Principio de Autonomía Universitaria lo encontramos contenido en el Artículo 84 de la Carta Política que consigna:
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"La Universidad de Costa Rica es una institución de cultura superior que goza de independencia para el desempeño de sus funciones y de plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, así como para darse su organización y gobierno propios. Las demás instituciones de educación superior universitaria del Estado tendrán la misma independencia funcional e igual capacidad jurídica que la Universidad de Costa Rica. 

El Estado las dotará de patrimonio propio y colaborará en su financiación. (Así reformado por ley N° 5697 de 9 de junio de 1975)”

3. Desde cualquier arista que se analice, se hace necesario referir la tesis prevaleciente en materia de autonomía universitaria que han sostenido tanto la Sala Constitucional como la Procuraduría General de la República, que permiten aclarar de mejor manera los alcances de la autonomía universitaria en materia de Reconocimiento, Equiparación o Convalidación de Estudios de Educación Superior, de manera inicial señalaremos que la Sala Constitucional, en su Voto No. 1313-93 del 16 de marzo de 1993, al referirse al tema de la autonomía de las universidades estatales expresó lo siguiente:

"...En este sentido la Universidad no es una simple institución de enseñanza (la enseñanza ya fue definida como libertad fun​damental en nuestro voto número 3559-92), pues a ella corres​ponde la función compleja, integrante de su naturaleza, de rea​lizar y profundizar la investigación científica, cultivar las ar​tes y las letras en su máxima expresión, analizar y criticar, con objetividad, conocimiento y racionalidad elevados, la realidad social, cultural, política y económica de su pueblo y el mundo, proponer soluciones a los grandes problemas y por ello en el caso de los países subdesarrollados, o poco desarrollados, co​mo el nuestro, servir de impulsora a ideas y acciones para alcanzar el desarrollo en todos los niveles (espiritual, científico y material), contribuyendo con esa labor a la realización efec​tiva de los valores fundamentales de la identidad costarricen​se, que pueden resumirse, según se dijo en el voto que se aca​ba de citar, en los de la democracia, el Estado Social de Dere​cho, la dignidad esencial del ser humano y el "sistema de li​bertad", además de la paz (artículo 12 de la Constitución Po​lítica), y la Justicia (41 ídem); en síntesis, para esos propósi​tos es creada, sin perjuicio de las especialidades o materias que se le asignen, y nada menos que eso se espera y exige de ella. La anterior conceptuación no persigue agotar la totali​dad de los elementos, pero de su contenido esencialmente se deduce- y es lo que se entiende que quiso y plasmó el Consti​tuyente en la Ley Fundamental- que la universidad, como cen​tro de pensamiento libre, debe y tiene que estar exenta de pre​siones o medidas de cualquier naturaleza que tiendan a impe​dirle cumplir, o atenten contra ese, su gran cometido".

4. En el mismo orden de ideas, la Procuraduría General de la República  a través de la consulta realizada por el entonces Rector de la Universidad de Costa Rica, Dr. Gabriel Macaya Trejos,  el 12 de septiembre del 2003, número  C-269-2003, señala: 

COMUNICACIÓN DE ACUERDO

Sesión Ordinaria No. 2573, Artículo 12, del 28 de agosto del 2008

Página 4
“… La autonomía le garantiza a la Universidad independencia para el desempeño de sus funciones y plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, como es lo normal en tratándose de entes autónomos. Pero, además y a diferencia de esos entes autónomos, la autonomía permite a la Universidad "darse su organización y gobierno propios". Dado su alcance, la autonomía de la Universidad es especial, por lo que no se subsume en lo dispuesto en el Título XIV de la Constitución relativo a las instituciones autónomas. La particularidad de la autonomía universitaria se origina, precisamente, en el reconocimiento de una autonomía en materia organizativa y de gobierno. De manera que la Universidad reúne tres clases de autonomía: de gobierno, organización y administración. Además, por el hecho mismo de que no se está en presencia de una de las entidades a que se refieren los artículos 188 y 189 de la Constitución, se sigue que la autonomía política es plena: no puede ser sometida a la ley. Por consiguiente, es acertada la afirmación según la cual del Texto Constitucional se deriva que la independencia de las universidades es más amplia que la garantía que cubre a las instituciones autónomas. Especialidad y amplitud de la autonomía que las exime no sólo de la dirección del Poder Ejecutivo, sino también de la Asamblea Legislativa en orden a la regulación de su servicio. La autonomía permite a la Universidad autodeterminarse, adoptar sus planes, programas, presupuestos, organización interna y darse su propio gobierno, definiendo además cómo se distribuyen sus competencias en el ámbito interno. Lo cual no sería posible si la autonomía no abarcara la facultad de normar lo académico y la adopción de los medios para satisfacer sus fines. Una autonomía que, en criterio de la Sala Constitucional, tiene como finalidad procurar al ente "Todas las condiciones jurídicas necesarias para que lleve a cabo con independencia su misión de cultura y educación superiores…La autonomía cumple una finalidad específica: se otorga a efecto de que la Universidad cumpla su cometido en forma independiente. Un cometido que consiste en la actividad académica, la investigación y la acción social y cultural. La Universidad es autónoma en los campos relacionados con estos aspectos. Cabe afirmar que la autonomía no es sino una garantía constitucional en función de las finalidades de la Universidad. La Universidad es una entidad formadora y transmisora de cultura y conocimiento, propulsora de los más altos valores científicos y artísticos y ente investigativo por excelencia, susceptible de crear e intensificar el conocimiento. Y es en razón de estos fines que la Constitución ha considerado indispensable dotar a la Universidad de la garantía de autonomía, que le posibilita dictar las políticas dirigidas a la persecución de esas finalidades, dotarse de la organización que permita concretizarlas y autoadministrarse. En el análisis de la autonomía universitaria debe tenerse claro que se trata de la protección de las funciones consustanciales a la Universidad, sea la actividad académica, la investigación y la acción social orientadas por la función de cambio social. Sin una autonomía en estos ámbitos, la Universidad no puede orientar la sociedad, inspirarla ni ser fuente de conocimiento. De allí la necesidad de dicha garantía. La Universidad goza también de autonomía administrativa. Una autonomía que garantiza el ejercicio de la función administrativa necesaria para el desarrollo de la competencia material del ente. Comprende el dictar los actos jurídicos y materiales necesarios para el cumplimiento de los cometidos públicos. Empero, debe resultar evidente que la autonomía administrativa se ejerce conforme al ordenamiento jurídico. 
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…Manifestó la Sala Constitucional en dicha resolución: 

"Los conceptos expuestos nos indican, claramente, que fue la intención del Constituyente concederles a las universidades estatales un marco general de autonomía según lo que expresa el Artículo 84 de la Constitución Política, y además, de un trato especial en lo que atañe al procedimiento legislativo para la discusión y aprobación de proyectos de ley, en materias que sin estar dentro del ámbito autonómico, tengan que ver con las universidades estatales, según lo dispone el Artículo 88 idem. Véase incluso lo dicho por los constituyentes proponentes de la moción completa del texto del citado Artículo 88, de donde se deduce claramente su intención…"El Diputado Facio usó de la palabra ... Recuérdese brevemente -dijo- que el corporativismo es un régimen antidemocrático, que suplanta las decisiones de una Asamblea libremente electa por el pueblo, por las de las corporaciones -corporaciones que no son instituciones técnicas del Estado, sino representaciones de gremios, de intereses profesionales- corporaciones éstas que son formadas, manipuladas y dirigidas por la política única del Estado omnipotente, del Estado totalitario. Nada más lejos que la intención de la moción; nada más apartado de su propósito. Lo que deseamos, sencillamente es conjugar la libertad soberana de la Asamblea popularmente electa, con los requerimientos técnicos del mundo moderno. Que sus pronunciamientos sean libres, pero que esa libertad se ejerza racionalmente, sobre el apoyo no de corporaciones, que representan intereses privados, sino de instituciones públicas, que por públicas, representan también al pueblo, y que, por técnicas, representan mejor sus intereses en el campo de las funciones que les han sido encomendadas. ¿Qué eso implica formalmente cierta restricción a la actividad del Congreso? Ciertamente es así, pero eso, lejos de ser un abandono de la democracia, es simplemente una adecuación de la democracia a problemas que existen hoy ... Sostiene el Dr. Jiménez de Aréchega, que la autonomía no puede significar sólo independencia con respecto al Poder Ejecutivo, sino también con respecto al Poder Legislativo, ya que si la Constitución la establece a favor de tal o cual organismo, es porque supone que las materias correspondientes deben ser manejadas al margen de la política y de la lucha de partidos; que entender de otro modo la autonomía es relativizar ésta a tal punto que sería como hacerla desaparecer. Pues bien, en la moción no se pide tanto; se pide sólo que se escuche al Consejo Universitario en tratándose de cuestiones universitarias...".-… (Véase: Acta número 161 de la Asamblea Nacional Constituyente de 1949. Tomo III, Imprenta Nacional, San José, 1956, págs. 410-414; los subrayados son de esta sentencia).- En otras palabras, y esta es la conclusión ineludible e indubitable de la larga pero trascendental serie de citas anteriores, el Constituyente.- no le quitó ni impidió a la Asamblea la potestad de legislar respecto de las materias puestas bajo la competencia de las instituciones de educación superior, o de las relacionadas directamente con ellas -para usar los propios términos de la Ley Fundamental-, y la única condición expresa que al respecto le impuso, fue la de oírlas previamente, para discutir y aprobar los proyectos de ley correspondientes, salvo lo que atañe a la facultad de organización y de darse el propio gobierno, según la independencia claramente otorgada. 

Definido que la Asamblea Legislativa puede regular las materias puestas bajo la competencia de la universidad, el Tribunal Constitucional procede a señalar cuáles límites tiene el Parlamento al cumplir esa función. Estableció en la misma resolución la Sala: 
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"...Si bien es cierto -como ya se comprobó- la Asamblea Legislativa puede regular lo concerniente a la materia de las universidades, le está vedado imposibilitar, restar o disminuir a esas instituciones, aquellas potestades que les son necesarias para cumplir su correspondiente finalidad y que conforman su propia autonomía. 

Es decir, para expresarlo en los términos de cierta doctrina relevante, esos entes tienen la titularidad y el ejercicio inicial, independiente e irrestricto de todas las potestades administrativas y docentes para el cumplimiento de su especialización material, sin que esto pueda ser menoscabado por la Ley. Pero además, dentro de la modalidad docente explicada, también sirve de escudo a esa autonomía, la libertad de cátedra (Artículo 87 de la Carta Política), que se puede entender como la potestad de la universidad de decidir el contenido de la enseñanza que imparte, sin estar sujeta a lo dispuesto por poderes externos a ella, o bien, en el sentido de la facultad de los docentes universitarios de expresar sus ideas al interno de la institución, permitiendo la coexistencia de diferentes corrientes de pensamiento (véase sobre las limitaciones legítimas de la libertad, el precitado voto 3550-92). Por supuesto, también, que esos entes por disposición constitucional (Artículo 85), están sujetos a coordinación por el "cuerpo encargado" que ahí se indica, y a tomar en cuenta los lineamientos que establezca el Plan Nacional de Desarrollo Vigente". 

"...La Universidad tiene la potestad de emitir normas con fuerza de ley dentro de su materia o especialidad, intangibles e inderogables por las de la Asamblea; y también, que ésta se halla constitucionalmente inhibida para regular la materia de los servicios universitarios o académicos de alto nivel, por ser materia exclusiva de la Universidad. En definitiva, se trataría de una ordenación de las fuentes por razón de la materia, que impediría a la Asamblea interferir normativamente a la Universidad en su campo...”( E, ORTIZ ORTIZ: "La autonomía administrativa costarricense" Revista de Ciencias Jurídicas 8-1967, p. 136.” 

5. En la misma línea de pensamiento lo contempla la Procuraduría General de la República quien vierte su criterio mediante la Opinión Jurídica 091-98 del 12 de noviembre de 1998, cuando apunta: 

"El aspecto medular de su consulta se refiere a la llamada Autonomía Universitaria que tienen en nuestro país todas las universidades estatales, tema que ha sido ampliamente tratado por esta Procuraduría de la cual se ha vertido ya diversos dictámenes entre los que podemos reseñar por su importancia, para los efectos de nuestra consulta, el dictamen C-258-83. Asimismo en aspectos relativos, los dictámenes C-398-83 del 1º de diciembre de 1983 y el C-96-86 del 2 de mayo de 1986, que pueden ser de su consulta igualmente, para efectos de ampliar aún más los temas aquí tratados. La autonomía universitaria viene dada de los preceptos que se encuentran plasmados en nuestra Constitución Política, en específico de los alcances que señala el Artículo 84 que en su última redacción vigente establece: "La Universidad de Costa Rica es una institución de cultura superior que goza de independencia para el desempeño de sus funciones y de plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones, así como para darse su organización y gobierno propios. Las demás instituciones de educación superior universitaria del Estado tendrán la misma independencia funcional e igual capacidad jurídica que la Universidad de Costa Rica. El Estado las dotará de patrimonio propio y colaborará en su financiación." 
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Dicha norma se ha señalado como una de las que más polémicas causó a lo interno de la Asamblea Nacional Constituyente, plasmándose la independencia de las universidades para el desempeño de sus funciones y para darse su organización y gobiernos propios; se trata de lo que en doctrina se llama los tres tipos de autonomía, sean administrativa, organizativa y de gobierno. Con base en la disposición constitucional, la normativa específica de los centros universitarios, reflejan claramente la particularidad propia de que gozan en nuestro ordenamiento jurídico (...),siguiendo en todo lo conducente a la doctrina nacional del autor Mauro Murillo que para los efectos de mayor claridad en nuestra exposición seguiremos y transcribiremos a continuación (...) (...) Derivada de la propia Constitución Política, de las disposiciones del legislador y de las mismas disposiciones que las propias universidades han creado, la competencia exclusiva de que gozan las universidades representa un ámbito o fuero propio del cual no gozan otros entes menores, que se ven supeditados a la tutela administrativa derivada del gobierno central. La reforma constitucional del año 1968, que reformó el Artículo 188 de la Constitución Política, dejó únicamente al conglomerado de entes descentralizados con la llamada autonomía administrativa, quedando supeditadas a la ley en materia de gobierno. Dicha reforma no perjudicó en nada la autonomía universitaria por cuanto en virtud de la especialidad de las universidades como entes descentralizados les cubre la materia propia del Artículo 84, que por si fuera más, con una reforma introducida en el año 1975, reafirmó el contenido de la doctrina de la norma. Se señala que las universidades públicas poseen un poder normativo que no se compara con ningún otro ente nacional, de forma que puede regular en forma plena y exclusiva el servicio que presta no subordinándose en la materia de su competencia a las disposiciones de la Asamblea Legislativa, es decir sus órganos son fuentes creadoras de normas jurídicas en lo que se refiere a lo académico y demás actividades conexas, y dicha potestad normativa se incorpora con plena validez, complementando las normas universitarias el resto del ordenamiento jurídico del país. Las disposiciones legislativas podrían ser de acatamiento dentro del ámbito de competencia de las universidades, solamente en el entendido de que exista omisión o laguna en las disposiciones universitarias, de tal suerte que una vez superada dicha omisión normativa por parte de las universidades priva en lo conducente las propias normas universitarias. "En otras palabras, la Constitución Política que es la fuente inmediata de la autonomía universitaria, concede a los Centros de Educación Superior Estatales, la potestad legislativa (desde el punto de vista material), en las materia que constituyen o forma parte del ámbito autónomo universitario,...".( Dr. Luis Guillermo Herrera Castro, "La Autonomía Universitaria..." Revista Judicial Nº 18, pág. 76) Las universidades estatales han sido consideradas como entes descentralizados funcionalmente, ya que los mismos gozan de ciertas potestades públicas dentro del ámbito de su competencia, fines y actividades que llegan a conformar la especialidad propia del ente. Su competencia deriva propiamente de la Constitución Política, y las normas que los órganos internos de las universidades crean, tiene un rango de ley material, claro está en el aspecto específico de su competencia, Es por ello que en el acontecer propio de los centros de educación superior estatales, sus órganos regulan materias como régimen estudiantil, personal docente y administrativo, sistemas de autoelección de sus autoridades (con exclusión de cualquier injerencia externa), fijan sus planes de estudio, disponen de la forma que lo convengan de sus propios recursos, establecen sus programas de investigación y de acción social o extensión, fijan los planes de estudio y los grados académicos que se otorgan, y por supuesto pueden regular las materias propias del nombramiento y elección de su personal docente" (tomado del dictamen de Procuraduría No. C-163-90 de 28 de setiembre de 1990). 

COMUNICACIÓN DE ACUERDO

Sesión Ordinaria No. 2573, Artículo 12, del 28 de agosto del 2008

Página 8
En lo esencial, los alcances de la autonomía universitaria han sido fijados internamente, por las mismas instituciones de educación superior del Estado, mediante el ejercicio expreso de su poder de autolegislación y las opiniones jurídicas vertidas en su seno. Igualmente, esta condición ha sido analizada desde fuera del claustro universitario, entre otros por Eduardo Ortiz, Hugo Muñoz y Luis Guillermo Herrera, planteamientos todos que se realizan dentro de temáticas más amplias. (Véanse: Ortiz, Eduardo. "La Autonomía Administrativa Costarricense".Revista de Ciencias Jurídicas. Universidad de Costa Rica, Escuela de Derecho. Noviembre de 1966, número 8, págs. 121 y sigtes. Muñoz, Hugo. "La Autonomía Universitaria". Revista de Ciencias Jurídicas. Universidad de Costa Rica. Facultad de Derecho. Colegio de Abogados, San José, Costa Rica, No. 37, enero-abril, 1979, págs. 187 y sigts. Herrera, Luis Guillermo. "La Autonomía y la inconstitucionalidad de las disposiciones generales de la Ley de Presupuesto y del Reglamento Decreto Ejecutivo 10042-O P", Revista Judicial, Costa Rica. Año V, Nº 18, Diciembre de 1980, págs. 75 y sigts). (*) El número correcto del decreto es 11042 y no 10042 como por error se cita). Los estudios sobre el alcance y contenido de la autonomía universitaria, enunciada como autonomía administrativa, facultad de auto-organización, autonomía patrimonial y poder de autogobierno han sido amplios y profundos, y no siempre coincidentes en toda su extensión. La consideración de la dimensión autonómica de la Universidad dentro de la estructura de la jerarquía de las fuentes, en el tanto en que las materias y actividades universitarias, que se encuentran dentro del régimen autonómico, no están supeditadas a las disposiciones promulgadas por la Asamblea, sino a su poder de autolegislación, determina, correlativamente, el rango de la Universidad como un ente subordinado únicamente a la Constitución en las materias garantizadas por esa autonomía. 

Dado el contenido concreto de la solicitud, parece suficiente, en esta oportunidad, la explicación que nos da Eduardo Ortiz cuando (refiriéndose a la Universidad de Costa Rica -único centro de educación superior del Estado existente en el momento en que escribió este ensayo), califica la situación normativa de la Universidad (que se generaliza a todos los centros de educación superior del Estado, de conformidad con el Artículo 84 de la Constitución Política), dentro del marco del régimen jerárquico de las fuentes, como "...un caso de jerarquía institucional", en razón de la materia; concepto que desarrolla mediante el siguiente discurso: "Nuestra Constitución, como régimen de las fuentes, ha jerarquizado a los entes sin considerar sus fines y contenidos de actuación, colocando en el vértice a la Asamblea Legislativa, frente a la cual todo ente autónomo es inferior y subordinado, en sí y en sus actos, por el mero hecho de ser tal. Excepciones hay, como la Universidad nuestra, que sí parece ser un caso de jerarquía institucional por razón de la materia. 

De la misma ha dicho nuestra Constitución que "goza... de plena capacidad jurídica para darse su organización y gobierno propios", términos más categóricos que los del Artículo 188...donde sólo se habla de independencia, pero no plena en materia de gobierno y administración. 

La diversa formulación se ha interpretado como una más amplia autonomía de la Universidad, frente a la común de los otros entes autónomos, que significa fundamentalmente su capacidad para regular en forma plena y exclusiva su servicio, sin subordinación a las normas de la Asamblea. Quiere decir esto que la Universidad tiene la potestad de emitir normas con fuerza de ley dentro de su materia o especialidad, intangibles e inderogables por las de la Asamblea; y también, que ésta se haya constitucionalmente inhibida para regular la materia de los servicios universitarios o académicos de alto nivel, por ser materia exclusiva de la universidad..." (Op. Cit., p. 187)" (Tomado del dictamen de Procuraduría No. C-047-93 de 6 de abril de 1993). 
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En realidad, el Artículo 84 constitucional establece una reserva normativa en favor de las universidades, en el sentido de que su poder reglamentario es el único competente para normar la organización del servicio universitario; disposiciones que integran de esta manera un subsistema jurídico particular" (Ver en este sentido el dictamen de Procuraduría No. C-086-96 del 5 de junio de 1996). 

En relación con la autonomía universitaria, en particular su proceso de discusión y análisis a nivel de los diputados de la Asamblea Nacional Constituyente de 1949, el significado y alcances del concepto de autonomía de las Universidades del Estado y los límites de la potestad legislativa en relación con dicho régimen autonómico, merece especial atención lo consignado y desarrollado en el Voto No.1313-93 de las 13:54 horas del 26 de marzo de 1993 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, que en lo que nos interesa indicó: 

“El otorgar los títulos académicos en esas condiciones, es un ejemplo claro del ejercicio pleno de la potestad normativa interna que tiene la Universidad Estatal a Distancia, particularmente si se refiere al campo o materia relacionada con la fijación o establecimiento de grados académicos que dicha entidad otorga (conforme a sus planes de estudio también regulados y establecidos por la misma academia), a saber: en qué casos, circunstancias y condiciones debe reconocerse determinado grado académico (por ejemplo: diplomado, bachiller, licenciatura, especialidad, maestría, doctorado), y si ello debe aplicarse en determinada forma de acuerdo con las profesiones de que se trata y demás circunstancias” 

Evidentemente lo anterior se encuentra dentro de la reserva normativa que rige, conforme con el numeral 84 de la Constitución Política, en favor de las universidades estatales, por cuanto ese poder normativo que se les ha otorgado es el único competente para normar este tipo particular de materia dentro de la organización y funcionamiento universitario, constituyéndose así en un sistema jurídico-normativo particular. 

No procede entonces que la Procuraduría llegue a pronunciarse de manera vinculante sobre lo aquí planteado, sino únicamente a nivel de Opinión Jurídica no vinculante, por cuanto lo primero implicaría, necesariamente, una clara intromisión y quebrantamiento de la autonomía universitaria consagrada constitucionalmente, al pretender darse una subordinación funcional de la Universidad Estatal a Distancia con respecto a lo que llegara a establecer la Procuraduría en ese sentido, lo que, evidentemente y conforme con una adecuada interpretación desde la Constitución Política, no es viable jurídicamente…”, extremos de lo que se puede colegir válidamente que el ente competente para determinar del trámite para el reconocimiento, equiparación o convalidación de estudios de educación superior realizados en el extranjero, potestad que pertenece en virtud de su autonomía a las entidades universitarias estatales, dado que tal prerrogativa tal y como se analizó en criterios precedentes, les deviene de un precepto de orden constitucional. 
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SE PROPONE:

a. Manifestar a la Asamblea Legislativa la firme oposición a la aprobación del  “Proyecto de Ley Reguladora del trámite para el Reconocimiento, Equiparación o Validación de Estudios de Educación Superior realizados en el extranjero”; que se tramita mediante el Expediente Legislativo No. 16.294.   

b. Comunicar este acuerdo al Consejo Nacional de Rectores y a los Consejos Universitarios de las universidades estatales costarricenses.

c. Comunicar.  ACUERDO FIRME. 
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